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PRONUNCIAMIENTO N° 230-2012/DSU
Entidad:

Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (SUNARP)
Referencia:

Concurso Público N° 002-2012/SUNARP, convocado para la contratación del “Servicio de transmisión de datos por 02 años para la SUNARP y sus zonas registrales”.

1. ANTECEDENTES

Mediante Oficio Nº 005-2012-SUNARP/CE, recibido el 17.MAY.2012, el Presidente del Comité Especial del proceso de selección de la referencia remitió al Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado (OSCE) las observaciones formuladas por el participante TELEFONICA DEL PERU S.A.A., así como el informe técnico respectivo, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 28º del Decreto Legislativo Nº 1017, en adelante la Ley, y el artículo 58º de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 184-2008-EF, en adelante el Reglamento.

Al respecto, corresponde señalar que, atendiendo a lo dispuesto por el artículo 58º del Reglamento, este Organismo Supervisor se pronunciará únicamente respecto de: a) las observaciones presentadas por el solicitante que no hayan sido acogidas o son acogidas parcialmente; b) las respuestas a las observaciones del solicitante que, pese a ser acogidas, son consideradas por éste contrarias a la normativa; o, c) el acogimiento de las observaciones formuladas por un participante distinto al solicitante, cuando éste último manifieste que considera tal acogimiento contrario a la normativa, siempre que se haya registrado como tal antes del vencimiento del plazo previsto para formular observaciones.

En el presente proceso, de la revisión de los antecedentes remitidos, se advierte que la Observación Nº 7 en puridad configura una consulta, en tanto que las Observaciones   Nº 1, Nº 3
, Nº 5 y  Nº 6 fueron acogidas por el Comité Especial, así como que la Observación Nº 8 configura una solicitud de modificación de las Bases que no se sustenta en una vulneración a la normativa de contratación pública; por tanto, este Organismo Supervisor no emitirá pronunciamiento respecto de ellas, sin perjuicio de las observaciones de oficio que puedan realizarse, al amparo de lo previsto por el inciso a) del artículo 58º de la Ley.

Finalmente cabe indicar que, para efectos de la emisión del pronunciamiento respectivo, se mantendrá el número correlativo de las observaciones consignadas en el pliego absolutorio respectivo.

2. OBSERVACIONES
Observante:
TELEFONICA DEL PERU S.A.A.
Observación Nº 2:
Contra la forma de acreditar la cancelación de los comprobantes de pago a presentarse para el factor de evaluación “Experiencia del postor”

El observante cuestiona que en las Bases se solicite que los comprobantes de pago que acrediten el factor de “Experiencia del Postor”, deban tener sello de pagado o cancelado por parte de la Entidad o Institución donde efectuó la prestación, ya que, argumenta,  dicha exigencia contraviene principalmente los Principios de Razonabilidad, Trato Justo e igualitario y Moralidad establecidos en el artículo 4 de la Ley, así como el numeral 7 del artículo 1º y artículo 42º de la Ley Nº 27444 “Ley de Procedimiento Administrativo General”.
En ese sentido, solicita que se acepte que los comprobantes de pago presentados podrán contar con el sello de cancelación por parte de la Entidad o Institución donde se efectuó la cancelación, pudiendo el postor de manera conjunta presentar una Constancia o Conformidad suscrita por el cliente que percibió los servicios, en la cual se precise que efectivamente los comprobantes de pago vinculados presentados se encuentran debidamente “Cancelados”.
Pronunciamiento
Al respecto, cabe indicar que de conformidad con el artículo 43º del Reglamento, el Comité Especial tiene la facultad exclusiva de determinar los puntajes a ser asignados, los criterios para su asignación, así como los factores de evaluación técnicos a ser utilizados, los que deberán ser objetivos y congruentes con el objeto de la convocatoria, debiendo sujetarse a criterios de razonabilidad y proporcionalidad.
Así, el Comité Especial deberá considerar el factor de evaluación “Experiencia del postor”, el cual, según lo establecido en el artículo 45º del Reglamento, se acreditará mediante contratos y su respectiva conformidad por la prestación efectuada o mediante comprobantes de pago cuya cancelación se acredite documental y fehacientemente.

Ahora bien, el Comité Especial, mediante Informe Técnico, remitido con ocasión de la elevación de las Observaciones, señaló que “cuando en las Bases se solicita que para acreditar la cancelación de los comprobantes de pago se requiere que los mismos presenten sello de pagado o cancelado por parte de la Entidad o Institución donde se efectuó la prestación, lo que se busca es que la cancelación por el servicio prestado sea acreditada documental y fehacientemente (el subrayado es nuestro)”.

Asimismo, en el citado Informe Técnico también se indica que en las Bases ya se ha previsto la posibilidad de que los participantes puedan presentar un documento donde se acredite la cancelación de los comprobantes de pago, toda vez que también se admite, a fin generar certeza respecto de la cancelación del comprobante de pago, la presentación de “comprobante o estado de cuenta o voucher de depósito del pago en Entidad del sistema bancario y financiero nacional”.

Sobre el particular, debe tenerse en cuenta que si bien el Reglamento de Comprobantes de Pago, aprobado mediante Resolución de Superintendencia N° 007-99/SUNAT, ha regulado aspectos tales como: los documentos que serán considerados como comprobantes de pago, los casos en los que corresponde emitir un comprobante de pago y la oportunidad de su entrega, entre otros, la normativa vigente en materia de contratación pública ha condicionado la evaluación de los comprobantes presentados con relación al factor de evaluación “experiencia del postor”, a la acreditación documental y fehaciente de su cancelación, independientemente de lo dispuesto en el citado Reglamento de Comprobantes de Pago
.

Ahora bien, cuando la norma menciona que dicha acreditación debe ser documental
 y fehaciente
, se refiere a la existencia de una evidencia que consta o forma parte de un documento y que crea convicción en el Comité Especial sobre la efectiva cancelación de los montos consignados en los comprobantes de pago.

En tal sentido, en tanto la norma analizada parece prever —a efectos de la evaluación de la experiencia del postor— que todo medio material (documental) que genere en los miembros del Comité Especial una apreciación subjetiva  de certeza (fehacientemente) será considerado como válido para dicha evaluación, siendo esta una labor de dicho Comité al momento de elaborar las Bases Administrativas del proceso de selección
.
Continuando con el análisis, cabe anotar que la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, dispone un tratamiento diferenciado para los documentos y declaraciones aportadas por los administrados en la tramitación de un procedimiento administrativo
.

De esta forma, aún cuando las declaraciones aportadas por los administrados, tengan o no el mérito de declaraciones juradas, puedan consignarse en un documento —entendido este como el medio material donde consta dicha declaración—, resulta evidente que aquellas son de una naturaleza diversa a los documentos sucedáneos donde consta la evidencia de determinada situación o condición alegada por el administrado.

Por tanto, en la medida que el artículo 45° del Reglamento dispone que la acreditación de la cancelación de los comprobantes de pago presentados por los postores sea documental y fehaciente, se establece que dicha exigencia excluye a las declaraciones de parte que aquellos puedan presentar.

En el presente caso, el Comité Especial en pleno ejercicio de sus facultades, ha determinado que para la acreditación de la cancelación de los comprobantes de pago, no resulta suficiente que esta haya sido consignada por el propio proveedor (sello), puesto que, según lo indicado en el Informe Técnico, en algunos casos son los propios postores los que cancelan el documento sin que el servicio se haya prestado, solo con el fin de acreditar experiencia, para luego anular dichos comprobantes de pago.

Por lo expuesto, en la medida que es competencia del Comité Especial determinar los factores de evaluación correspondiente, así como los documentos adecuados para sustentarlos, siendo que no se advierte trasgresión a la normativa sobre contrataciones del Estado, por lo que este Organismo Supervisor ha decidido NO ACOGER la observación formulada.

Sin perjuicio de ello, se debe tener presente que en caso los postores presenten comprobantes de pago que no cuenten con el sello de pagado o cancelado por parte de la Entidad o Institución donde se efectuó la prestación, a efectos de determinar la validez de dicha experiencia,  se deberá verificar previamente si se adjuntó documentación que acredite fehacientemente que dichos comprobantes fueron debidamente cancelados.
Observación Nº 4:
Contra las garantías
El recurrente cuestiona que en la proforma del contrato no se haya indicado que una vez cerrado el expediente de contratación, en atención a lo previsto en el artículo 177º del Reglamento, corresponde devolver inmediatamente las garantías, por lo que solicita se precise ello en las Bases.
Pronunciamiento
Con ocasión de la absolución de la presente observación el Comité Especial manifestó lo siguiente:

“Se informa que luego de  haberse procedido al cierre del expediente de contratación de acuerdo al Artículo 177° del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, LA ENTIDAD procederá a la devolución al CONTRATISTA de las garantías que correspondan, para lo cual  deberá solicitarlo formalmente mediante documento escrito dirigido a la Gerencia de Administración y Finanzas de la SUNARP – SEDE CENTRAL”.
Por lo expuesto, toda vez que ya se indicó el procedimiento necesario a fin de obtener la devolución de las garantías y siendo que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24º de la Ley, es competencia y responsabilidad del Comité Especial la elaboración de las Bases, este Organismo Supervisor ha decidido NO ACOGER la presente observación. 
3. CONTENIDO DE LAS BASES CONTRARIO A LA NORMATIVA SOBRE CONTRATACIONES DEL ESTADO 
En ejercicio de su función de velar por el cumplimiento de la normativa vigente en materia de contrataciones del Estado, conforme a lo señalado en el inciso a) del artículo 58° de la Ley, este Organismo Supervisor ha procedido a realizar la revisión de las Bases remitidas, habiendo detectado el siguiente contenido contrario a la Ley y el Reglamento. 
3.1. Propuesta técnica
Se advierte que en el literal c) de la documentación obligatoria se solicita la presentación de una Declaración Jurada y documentación que acredite el cumplimiento de los Requerimientos Técnicos Mínimos. Al respecto, toda vez que se indica que bastará la presentación del Anexo 2 para acreditar el cumplimiento de los requerimientos técnicos mínimos, resulta pertinente eliminar del citado literal la frase "y documentación".

3.2. Suscripción del contrato
· En el numeral 2.7 del Capítulo II de las Bases, se indica que, (…) conforme al artículo 141º y 183º del Reglamento y en concordancia con el objeto de la convocatoria, podrá requerirse, entre otros, los siguientes documentos (…).
En tal sentido, deberá determinarse qué documentos serán requeridos por la Entidad para la suscripción del contrato, pues tal como están redactadas las Bases, solo existiría la posibilidad de que la relación de documentos señalados en dicho numeral sea requerida al postor ganador de la buena pro. Una vez realizada dicha determinación, deberá reemplazarse la frase “podrá requerirse, entre otros” por “se deberá presentar”. 

· Deberá corregirse el numeral 2.8 del Capítulo II de la Sección Específica de las Bases, a efectos de cumplir con lo dispuesto en el artículo 148º del Reglamento, indicando que el plazo para la presentación de la documentación requerida para la suscripción del contrato será computado desde la recepción de la citación de la Entidad.

3.3. Otras precisiones
· Respecto de la absolución de la Observación Nº 3, en la cual se indica que “En caso se produzca alguna variación en el porcentaje establecido para el IGV, las partes suscribirán un adenda a fin de modificar el monto contratado en igual porcentaje a la modificación del IGV introducida”, al respecto se debe tener presente que el hecho de que el IGV pueda variar durante el periodo de ejecución del contrato no obliga a un reajuste automático del monto contractual, tal como manifestó el observante, dado que en caso aquél aumente la Entidad debe: i) verificar la disponibilidad presupuestal a fin de reajustar los precios o ii) de no contar con dicha disponibilidad presupuestal, la Entidad podrá reducir las prestaciones objeto de contrato
 o iii) resolver el contrato por causas no imputables a las partes, en tanto la Entidad no podría exigir al contratista a continuar con la prestación bajo las nuevas condiciones y en las cantidades y precios originales suscritos inicialmente. Asimismo, en caso disminuya el porcentaje del IGV, corresponde a las Entidades ajustar los precios según el tributo imponible, siendo que ello no afectaría al contratista (Pronunciamiento N° 135-2012/DSU), por lo que deberá ser precisado con ocasión de la integración de las Bases. 

· Se debe precisar el plazo máximo de responsabilidad del contratista, de conformidad con lo dispuesto en el art.  50º de la Ley.

4. CONCLUSIONES 

En virtud de lo expuesto, este Organismo Supervisor ha dispuesto:

1.1. El Comité Especial deberá cumplir con lo dispuesto por este Organismo Supervisor al absolver las observaciones indicadas en el numeral 2 del presente Pronunciamiento.
1.2. El Comité Especial deberá tener en cuenta las observaciones formuladas en el numeral 3 del presente Pronunciamiento a fin de efectuar las modificaciones a las Bases que hubiere a lugar. 

1.3. Publicado el Pronunciamiento del OSCE en el SEACE, el Comité Especial deberá implementarlo estrictamente, aun cuando ello implique que dicho órgano acuerde bajo responsabilidad, la suspensión temporal del proceso y/o la prórroga de sus etapas, en atención a la complejidad de las correcciones, adecuaciones o acreditaciones que sea necesario realizar, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 58 del Reglamento.

1.4. A efectos de integrar las Bases, el Comité Especial también deberá incorporar  al texto original de las Bases todas las correcciones, precisiones y/o modificaciones dispuestas en el pliego de absolución de consultas, en el pliego de absolución de observaciones y en el Pronunciamiento, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 60 del Reglamento.

1.5. Conforme al artículo 58 del Reglamento, compete exclusivamente al Comité Especial implementar estrictamente lo dispuesto por este Organismo Supervisor en el presente Pronunciamiento, bajo responsabilidad, no pudiendo continuarse con el trámite del proceso en tanto las Bases no hayan sido integradas correctamente, bajo sanción de nulidad de todos los actos posteriores.  

1.6. Al momento de integrar las Bases el Comité Especial deberá modificar las fechas de registro de participantes, integración de Bases, presentación de propuestas y otorgamiento de la buena pro, para lo cual deberá considerar que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 53 del Reglamento, las personas naturales y jurídicas que deseen participar en el presente proceso de selección podrán registrarse hasta un (1) día después de haber quedado integradas las Bases, y que, a tenor del artículo 24 del Reglamento, entre la integración de Bases y la presentación de propuestas no podrá mediar menos de cinco (5) días hábiles, computados a partir del día siguiente de la publicación de las Bases integradas en el SEACE.

Jesús María, 31 de mayo de 2012

PATRICIA ALARCÓN ALVIZURI

Directora de Supervisión

DRC/ALS.

� Aun cuando la referida observación figura como no acogida, del pliego absolutorio de advierte que se ha indicado que, de ser el caso, se aprobaran los adicionales que resulten necesarios conforme a lo establecido en el artículo 174° del Reglamento.


� A diferencia de las consideraciones expuestas en el Acuerdo de Sala Plena del Tribunal de Contrataciones del Estado N° 010/2008.TC, de fecha 10.06.08, expedido durante la vigencia de la derogada Ley N° 26850 y su Reglamento.





� De acuerdo a la Real Academia de la Lengua Española, la palabra “documental” tiene la siguiente acepción: “Que se funda en documentos, o se refiere a ellos”. Vigésima Segunda Edición. De acceso directo a través de la página Web: � HYPERLINK "http://www.rae.es" �www.rae.es�





� Asimismo, de acuerdo a la Real Academia de la Lengua Española, la palabra “fehaciente” tiene la siguiente acepción: “Que hace fe, fidedigno”.





� Al respecto, ver lo dispuesto en la Opinión Nº 047-2009/DTN.





� Así, podemos consultar el numeral 1.7 del artículo IV del Título Preliminar, artículo 32°, artículo 40°, artículo 41° y artículo 42° de la citada Ley Nº 27444.





� Según el artículo 174° del Reglamento, el Titular de la Entidad podrá disponer la reducción de las prestaciones hasta el límite del 25 % del monto del contrato original.





